
Revista Constitución y República  |  Año 1 - N° 1 - Enero, 2025 

Especial: LA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL BAJO ASEDIO. UN BALANCE NECESARIO 
 
 

Página | 1  
 

 

El desarrollo de la enseñanza del Derecho 
constitucional en la PUCP durante los últimos 
cincuenta años  
Un testimonio personal1  

FRANCISCO JOSÉ EGUIGUREN PRAELI  
Profesor Principal del Departamento de Derecho de la PUCP. Presidente de la Sociedad 
Peruana de Constitucionalistas (2024-2025) 

El profesor Domingo García Belaunde, sin duda quien más ha impulsado el estudio del 
Derecho Constitucional en el Perú durante las últimas seis décadas, describió hace 45 
años la situación que presentaba el desarrollo de esta disciplina en nuestro país, afirmando 
lo siguiente:   

“El derecho constitucional ha sido la cenicienta del derecho peruano. Al revés del 
derecho civil y el derecho penal, que han merecido la atención de nuestros más 
grandes juristas del siglo pasado y del actual, nuestra disciplina, sea por su poco 
arraigo en la realidad, por su carácter abstracto y general, muy académico y nada 
profesional, no ha merecido la preferencia de nuestros estudiosos y ni siquiera de 
los estudiantes (por su escaso y casi nulo valor profesional). Aun cuando no 
dejamos de reconocer el interés que a veces despierta en quienes buscan una 
mayor cultura o una satisfacción política, en general no es la preferida del hombre 
de Derecho, salvo que se le use con fines inmediatistas, lo que se aprecia sobre 
todo en los políticos profesionales. Por lo mismo, la creación en materia 
constitucional no sólo es escasa, sino mediocre en su gran mayoría, no empero la 
existencia de algunos trabajos verdaderamente notables…” 
“Cuarenta años de Constitucionalismo Peruano (1936-1976)”; en, Revista de 
Derecho y Ciencias Políticas, Vol. 41, Lima, 1977. 

Ciertamente ese era el Derecho Constitucional peruano que conocí hace cincuenta años, 
cuando ingresé como estudiante, en 1973, a la Facultad de Derecho de la PUCP, tras 
concluir los dos años de Estudios Generales en Letras, que nos habían abierto muchas 
inquietudes intelectuales. Y, en buena medida, era aún la realidad de su enseñanza cuando 
empecé a impartir clases como profesor en nuestra Facultad (en el segundo semestre de 
1983), es decir, hace cuarenta años.  

Por ello he considerado importante volver a recoger esta reflexión de mi querido maestro y 
amigo Domingo, que coloqué como inicio del trabajo “La Constitución peruana de 1979: La 

 
1 Texto publicado previamente en: Temas para repensar la Constitución de 1993. A treinta años 
de su vigencia. Libro homenaje al profesor Francisco Eguiguren Praeli, Lima, Palestra, 2023. 
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difícil (e incierta) distancia entre el modelo normativo y su aplicación en la realidad”, que 
elaboré para el libro que dirigí, titulado “La Constitución Peruana de 1979 y sus problemas 
de aplicación. 11 estudios interpretativos, publicado en 1987. Porque evocar hoy esta 
antigua reflexión del profesor García Belaunde, nos permite constatar que la realidad de 
nuestra disciplina y de su enseñanza experimentaron un cambio positivo y un desarrollo 
sustancial en las últimas cuatro décadas, en parte favorecido por las transformaciones 
operadas en nuestra realidad política, pero también por la labor directa de quienes, como 
profesores e investigadores, lo hemos impulsado.  

No creo exagerar afirmando que el Derecho Constitucional, desde inicios de los ochenta 
del siglo pasado, ha sido el área del Derecho con mayor desarrollo académico en nuestro 
país, y que nuestra Facultad y sus profesores han encabezado este proceso. Creo haber 
sido testigo y partícipe activo, durante medio siglo, del desarrollo de la enseñanza del 
Derecho Constitucional en nuestra querida casa de estudios, donde, como alumno y 
profesor, he vivido dos terceras partes de mi vida. 

En estas breves páginas me animo, por primera vez, a escribir y compartir algunos 
recuerdos, experiencias y reflexiones sobre este tema. Lo que aquí expreso es más fruto de 
la memoria y de una reflexión personal espontánea, antes que de un análisis o referencia 
rigurosa sustentada en la revisión de documentos o investigaciones. Esa es una tarea 
pendiente que deberán emprender otros, seguramente con la mayor objetividad que 
otorgan la distancia personal y el tiempo frente a este fenómeno.   

Aunque en mis inicios como joven docente impartí, por pocos años, clases también en 
otras universidades (Garcilaso, Lima y Pacífico), desde hace más de 35 años me concentré 
en hacerlo exclusivamente en la PUCP. Por ello estas reflexiones se centran en la 
enseñanza del Derecho Constitucional que he vivido en nuestra universidad.  

En estos días, a propósito de la crisis política y de institucionalidad constitucional que vive 
nuestro país desde hace varios años, y cuando mi dilatada carrera como profesor de esta 
disciplina va llegando a sus momentos finales, he sentido que tenía el deber de compartir 
estas reflexiones personales sobre la evolución de la enseñanza del Derecho 
Constitucional en la PUCP, y su impacto en nuestro país. No con el ánimo de decir qué se 
tenía que hacer entonces, o qué se debe hacer ahora, sino de narrar y revisar qué hemos 
venido haciendo en estos años.  

Tengo la ventaja de haber vivido, como testigo y como impulsor no neutral, el indudable 
desarrollo que ha tenido en nuestra Facultad el estudio y la enseñanza del Derecho 
Constitucional; pero también la desventaja que ello me ocasiona para ofrecer una visión 
más crítica. Debo ser actualmente el tercer profesor de mayor edad, luego de los doctores 
Carlos Blancas y Marcial Rubio, entre quienes continuamos aún activos dictando nuestra 
disciplina en la Facultad.   Con este sustento y experiencia, también me animo a formular 
algunas reflexiones sobre retos actuales que, según considero, afronta nuestra disciplina y 
el futuro de su enseñanza, sobre los cuales debemos meditar e intentar responder quienes 
hemos dedicado nuestra vida académica al estudio y la enseñanza del Derecho 
Constitucional. 
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LA ENSEÑANZA DEL DERECHO CONSTITUCIONAL QUE ENCONTRÉ 
COMO ALUMNO 

Al ingresar al primer ciclo de estudios en la Facultad de Derecho de la PUCP (en 1973, como 
ya dije) tuve mi primer contacto con el Derecho Constitucional, a través del curso de Teoría 
del Estado (luego denominado Derecho Constitucional General y, posteriormente, Derecho 
Constitucional 1).  EL profesor titular del curso era el doctor Raúl Ferrero Rebagliatti, quien 
estaba culminando su labor docente, por lo que el grueso del curso lo desarrollaba el 
profesor Alfredo Quispe Correa, con quien años después nos reencontraríamos e hicimos 
buenos amigos, que desarrollaba los conceptos básicos de la Teoría del Estado y de la 
Constitución, de forma esencialmente descriptiva.  

Vale la pena recordar el impacto que nos causó como alumnos las clases del profesor 
Ferrero Rebagliatti (sólo las tres últimas del curso) donde dictó auténticas conferencias 
comentando los sistemas constitucionales Británico, Norteamericano, Francés y Suizo. Un 
ameno despliegue de elocuente oratoria y erudición, que disfrutábamos escuchando y 
aplaudiendo al culminar la clase. Aunque quedáramos convencidos que nada de ello tenía 
aplicación ni mayor utilidad en el Perú que vivíamos, donde gobernaba un régimen militar 
que se esforzaba en demostrar que la Constitución de 1933 era una rémora para el 
desarrollo y el cambio que el país requería, y que quienes la defendían eran sólo los 
conservadores y reaccionarios, y los partidos políticos tradicionales, responsables de 
nuestros males. Algunos alumnos recordaban, años después, algunas de las célebres 
frases de Ferrero sobre nuestro régimen político. Aquella que decía algo así como que en 
los países desarrollados y cultos gustaba la ópera, mientras que en países como los 
nuestros se prefería la opereta, lo que explicaba por qué no éramos una república sino sólo 
una “republiqueta”. Quizás ello sintetiza mi recuerdo del curso. 

Después vino el curso de Derecho Constitucional Peruano, a cargo del entonces joven 
profesor Domingo García Belaunde, quien sería luego mi maestro y amigo por el resto de mi 
vida. Domingo había elaborado, en 1970 o 1971, unos muy interesantes materiales de 
enseñanza titulados “El constitucionalismo peruano y sus problemas”, producto de su 
investigación que recogía textos sobre temas atractivos como los aportes de la Comisión 
Villarán y la Constitución de 1933, la experiencia de los gobiernos militares en el 
constitucionalismo peruano, la inconstitucionalidad de las leyes, los órganos del Estado y 
la separación de poderes, el ideario político de los principales partidos políticos peruanos, 
etc. El gobierno militar autoritario (“Gobierno Revolucionario de la Fuerza Armada”), 
iniciado con el golpe de estado de octubre de 1968, estaba en el auge de su poder, por lo 
que de la Constitución no había mucho que hablar. 

Esos eran, como hasta hoy, aunque con nombres distintos, los dos únicos cursos 
obligatorios de Derecho Constitucional que se estudiaba en nuestra Facultad. En los 
cursos electivos estudié el único que había, Derecho Constitucional Comparado, 
impartido por el profesor Miguel de Althaus. Desarrollaba un interesante y erudito curso 
sobre los orígenes históricos y sociales de principales regímenes políticos clásicos del 
constitucionalismo moderno (Inglaterra, Estados Unidos, Francia) principalmente sobre la 
base de autores franceses que analizaban las instituciones constitucionales y políticas, 
como André Hauriou y Maurice Duverger. 

Como se puede apreciar, sobre derecho constitucional en el Perú no estudiamos mayor 
cosa, ni leímos normas constitucionales peruanas durante toda la carrera de Derecho. En 
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un país como el nuestro, donde habían predominado los golpes de estado y gobiernos de 
facto frente a los regímenes democráticos, la disciplina del Derecho Constitucional tenía 
poco que mostrar y enseñar. Por ello, como decía Domingo García Belaunde, nuestra 
disciplina era “la cenicienta” en el Derecho Peruano.  

Bueno es recordar que durante la vigencia de las constituciones de 1920 y 1933, con la 
primera tuvimos el oncenio de Leguía (con reelecciones presidenciales sucesivas) y con la 
segunda ningún gobierno elegido en procesos “democráticos” pudo concluir su mandato 
(Bustamante, Prado, Belaunde), sucumbiendo ante golpes militares en contextos de 
ingobernabilidad y crisis política por el enfrentamiento entre un Poder Ejecutivo débil y un 
Congreso controlado por la oposición. Lo evoco porque suena bastante similar al tipo de 
crisis política que vivimos desde el 2016, de la cual seguimos sin salir.  

Puedo por todo ello decir que, por lo que se veía y vivía en los setentas, la sensación que 
quedaba para un joven estudiante que tenía la ilusión de que el Derecho sirviera como 
instrumento para contribuir al desarrollo de la democracia y la justicia social en nuestro 
país, la Constitución y el Derecho Constitucional aparecían como algo sin mayor 
aplicación en la realidad, en el ejercicio profesional o en los procesos judiciales; sin mayor 
desarrollo doctrinal  ni jurisprudencial, ni demasiados interesados en esta disciplina ni en 
ser “constitucionalistas”. Tal cual lo había descrito, con agudeza y sinceridad, el profesor 
García Belaunde en la cita antes reproducida.  

Ciertamente ello no era “culpa” del Derecho Constitucional, sino reflejo de una realidad 
política donde la institucionalidad democrática era sólo formal o escenario para discursos 
retóricos de sectores políticos y jurídicos conservadores, interesados en invocarla en 
períodos electorales o para impedir los cambios políticos y reformas que nuestro país 
requería a gritos.  

EL PROCESO CONSTITUYENTE, LA CONSTITUCIÓN DE 1979 Y SU 
INCIDENCIA EN MI ACERCAMIENTO AL ESTUDIO DEL DERECHO 
CONSTITUCIONAL 

En el ocaso político del gobierno militar, tras un importante paro nacional fuertemente 
reprimido, el régimen se vio forzado a anunciar que culminaría su mandato en julio de 1980, 
pero que previamente se convocaría a una asamblea constituyente, que elaboraría una 
nueva Constitución. Los viejos partidos políticos de derecha aceitaron sus oxidadas 
estructuras para participar en las elecciones constituyente (salvo Acción Popular que se 
abstuvo de hacerlo reclamando la convocatoria directa a elecciones generales) mientras 
que las organizaciones de la nueva izquierda, dispersas y sin experiencia electoral, más 
acostumbradas al accionar en la “clandestinidad”, se preparaban para hacer su debut (que 
sería auspiciosa) en el escenario de las elecciones democráticas. 

Para entonces yo trabajaba en DESCO, investigando temas de reforma judicial y de 
desarrollo social. Fue Marcial Rubio quien me convocó (junto a César Luna Victoria) para 
que desde DESCO preparáramos un pequeño librito, casi un folleto educativo, de 
información y difusión sobre nociones básicas de la Constitución y la asamblea 
constituyente. En un plazo cortísimo, elaboramos y publicamos “Constitución: ¿Qué y para 
qué? Creo que yo propuse el título. Fue mi primera publicación en materia constitucional, 
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que me hizo revisar los escasos (casi inexistentes) manuales de Derecho Constitucional 
Peruano disponibles en el país. Después de 45 años, las peruanas y los peruanos 
concurrirían a un proceso constituyente, sobre lo que sabían muy poco y carecían de 
experiencia, por lo que había muchas cosas que explicar. En mi caso, junto con participar 
en mi primer proceso electoral, sirvió para reafirmarme que el campo del Derecho que me 
interesaba era el Derecho Público, vinculando lo constitucional con lo político.  

El proceso constituyente renovó el interés de los medios de comunicación por los temas 
constitucionales y el debate político. Tras la aprobación de la Constitución de 1979, que 
introdujo muchas novedades y avances democráticos importantes, y con su ulterior 
vigencia, se abrieron escenarios académicos y profesionales inéditos que favorecieron, 
desde los ochentas, un mayor incentivo para el estudio y la enseñanza de nuestra 
disciplina.  

Aparecieron entonces manuales sobre la Carta de 1979, como los de Henry Pease y 
Enrique Bernales, primero, y del propio Bernales con Marcial Rubio, después, que 
articulaban el análisis exegético de la norma constitucional con la realidad política. 
También una versión revisada del manual de José Pareja Paz Soldán (actualizada por 
Domingo García Belaunde) y otro de Enrique Chirinos Soto, combinando información del 
proceso constituyente con el comentario del contenido normativo. Luego empezarían a 
incrementarse los estudios sobre materias y artículos concretos de la nueva Constitución. 
Surgió la necesidad de contar con un mayor número de profesores para impartir una 
disciplina virtualmente abandonada por varias décadas.  

En los ochentas, la aprobación y aplicación de la Ley Nº 23506 de Habeas Corpus y 
Amparo, el funcionamiento del Congreso y su relación con el Poder Ejecutivo, la aparición 
del uso frecuente de los decretos legislativos y los “informales” decretos de urgencia, la 
implementación del primer Tribunal de Garantías Constitucionales, el incremento de la 
violencia subversiva y terrorista y la respuesta represiva del gobierno violatoria de los 
derechos humanos, abrieron temas de indudable interés y debate en los ámbitos 
académicos y de la enseñanza del Derecho Constitucional. También se fueron abriendo 
nuevos campos para el ejercicio profesional y en la defensa de los derechos 
constitucionales.     

En mi caso, durante los primeros años de los ochentas empecé a poner especial interés en 
el estudio de determinados temas constitucionales, como la protección de la libertad 
personal frente a las detenciones arbitrarias, la evolución de la jurisprudencia sobre 
habeas corpus y amparo, los estados de emergencia, los decretos legislativos y decretos 
de urgencia, las comisiones investigadoras parlamentarias, el sistema electoral y 
elecciones presidenciales. Tales estudios se plasmaron en diversas publicaciones. Creo 
que me “metió” en el tema constitucional una investigación que me encargó el Colegio de 
Abogados de Lima, cuyo informe se publicó en la Revista del Foro en 1984, sobre 
identificación y análisis de normas contrarias a la Constitución y la ley durante el período 
80-84. Numerosos trabajos publiqué en los años siguientes sobre los otros temas antes 
indicados, sea en la Revista DERECHO de la PUCP o en revistas conducidas por 
asociaciones de estudiantes de la Facultad.  

En el año 1986, cuando ya ejercía docencia en Derecho Constitucional en la PUCP, me 
convocó don Arturo Bazán, propietario de la editorial jurídica Cultural Cuzco, 
proponiéndome elaborar un manual sobre la Constitución de 1979. Tras responderle que 
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no estaba preparado para abordar el tema, y que emprenderlo me tomaría buen tiempo, le 
propuse algo diferente y que consideraba novedoso (y mucho mejor). Yo reuniría a un grupo 
de jóvenes profesores, algunos vinculados al Derecho Constitucional y otros de otra 
especialidad, pero que podrían abordar un tema relevante de la Constitución desde su 
disciplina; tendría a mi cargo  coordinar el libro y escribir un estudio (sobre funciones 
legislativas del Poder Ejecutivo: decretos legislativos y decretos de urgencia).  Así nació y 
se publicó “La Constitución Peruana de 1979 y sus problemas de aplicación. 11 estudios 
interpretativos” (Cultural Cuzco, 1987), libro que, según considero, fue pionero en marcar 
un cambio en la forma de estudio y análisis constitucional. En él participamos entonces 
jóvenes profesores, como Javier Neves, Aníbal Quiroga, Jorge Danós, Samuel Abad, César 
Ochoa, Francisco Ruiz de Castilla, entre otros. Los años se encargaron de confirmar mi 
acierto en convocarlos, así como su calidad académica, docente y profesional en el 
Derecho peruano.  

El cierre de este primer ciclo de mis investigaciones y publicaciones en materia 
constitucional se dio en 1990, cuando en la Comisión Andina de Juristas publiqué el libro 
titulado “Los retos de una democracia insuficiente:  diez años de régimen constitucional en 
el Perú (1980-1990), donde recogí actualizados varios de los temas trabajados 
anteriormente.  

EL DESARROLLO DE LA ENSEÑANZA DEL DERECHO CONSTITUCIONAL 
DURANTE LOS OCHENTAS Y MI APORTE A SU IMPULSO  

A principios de 1983, el profesor Marcial Rubio Correa, que tenía a su cargo el dictado de 
uno de los cursos obligatorios de Derecho Constitucional en nuestra Facultad, me propuso 
incorporarme a dictar Derecho Constitucional General, pues se iba a producir una vacante. 
Por entonces, sólo existían dos secciones para cada curso, lo que hacía más difícil acceder 
a profesor. Fui llamado a entrevistarme con el Dr. Lorenzo Zolezzi Ibárcena, entonces Jefe 
del Departamento de Derecho, quien también había sido mi profesor, que me confirmó el 
encargo. Empezaría a dictar el curso el semestre venidero, que estaba muy próximo, por lo 
que el tiempo para prepararlo y prepararme eran muy cortos. 

El doctor Rubio me facilitó la información sobre el sílabo y contenido del curso que se venía 
dictando, así como su principal orientación y objetivos. Consideré importante consultar al 
doctor García Belaunde, a quien no había frecuentado mayormente desde que fue mi 
profesor de Constitucional Peruano. Me atendió muy gentilmente, lo que siempre recuerdo 
con gratitud, y me invitó a almorzar al entonces muy distinguido Hotel Bolívar, donde 
conversamos sobre el curso y me orientó en la mejor bibliografía para mi preparación. El 
almuerzo y la plática estuvieron magníficos. Me narró su experiencia en el estudio y 
enseñanza del Derecho Constitucional, el escaso cultivo de nuestra disciplina en las 
últimas décadas en nuestro país, la forma casi solitaria en que él lo había afrontado. Me 
recomendó diversos autores para el curso de Constitucional General, manuales que 
inmediatamente fui a adquirir en la Librería Studium, que estaba cerca del Bolívar. Así 
conseguí, para empezar, las últimas versiones de los manuales de Biscaretti di Ruffia, 
Loewenstein, Duverger, Hauriou; los dos tomos de Germán Bidart Campos no estaban 
disponibles, pero los obtuve en la biblioteca de la universidad, los hice fotocopiar y 
empastar. 
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La experiencia del dictado del curso resultó satisfactoria, tanto para mí como para los 
alumnos. Al ciclo siguiente se abrió la posibilidad de que asumiera en la Facultad también 
el curso de Derecho Constitucional Peruano, lo que acepté de inmediato con gran 
entusiasmo, pues era el que más deseaba. Para el segundo semestre de 1984 me 
propusieron asumir un nuevo curso adicional, de carácter electivo, que estaba 
contemplado en el Plan de Estudios pero que no se impartía, denominado “Temas de 
Derecho Constitucional” y que tenía un contenido abierto. Se me ocurrió diseñarlo como 
un curso de reflexión y debate sobre casos judiciales y temas políticos vigentes, de especial 
relevancia y controversia en el país. Aunque el grupo de alumnos y alumnas que se 
matricularon era numeroso para esta metodología, tuve la suerte de atraer el interés de 
muchos que eran muy buenos estudiantes, lo que permitió una activa participación. La 
positiva experiencia fue comentada, al punto que se me solicitó diseñar y dictar 
sucesivamente, en los semestres siguientes, los cursos de Temas Constitucionales 2 y 3, 
lo que permitió que los estudiantes interesados pudieran cursar más de uno por tratar 
materias de contenido diferente. 

Con tres cursos simultáneos a mi cargo, mi dedicación a la universidad era cada vez mayor. 
En 1985 se abrió la oportunidad de postular, después de muchos años sin convocatorias 
en la Facultad, a un concurso tanto para la ordinarización de profesores contratados como 
de plazas docentes a tiempo completo. Obtuve ambas cosas, siendo nombrado profesor 
ordinario en la categoría de Auxiliar, e ingresando como docente TC en el Departamento de 
Derecho. Mi opción laboral por la universidad estaba tomada, convirtiéndose el estudio y 
la enseñanza del Derecho Constitucional en mi principal prioridad.  

Fue el momento de pensar, junto a otros colegas, cómo diversificar la oferta de cursos en 
materia constitucional, a fin de responder a la creciente demanda e interés de los 
estudiantes. Pronto los cursos de “Temas Constitucionales” adquirieron relativa 
continuidad y se individualizaron como “Poder Ejecutivo”, “Derecho Parlamentario”, 
“Derecho Electoral”, “Sistema de Justicia”; a lo que se sumarían luego cursos como 
“Garantías Constitucionales” (convertido en “Derecho Procesal Constitucional”) y 
“Derechos Humanos”; siendo asumidos por diversos profesores especialistas. Con la 
experiencia de la metodología de los cursos de “Temas”, cuyos casos provenían de mis 
investigaciones temáticas y de la rica realidad política y constitucional que vivíamos en 
nuestro país, me convencí de la importancia de desarrollar un curso de Seminario de 
Integración en Derecho Constitucional, que congregara a un grupo más pequeño de 
alumnos para realizar el análisis y debate de casos, en vez de que el profesor “haga” la 
clase. Los casos escogidos y a desarrollar debían involucrar diversos aspectos de la 
Constitución, así como tener conexión transversal con otras áreas del Derecho. Todos 
estos cursos, a diferencia del pasado, ofrecían a nuestros estudiantes interesados en el 
Derecho Constitucional una suerte de “especialización”, permitiendo también la 
incorporación de nuevos profesores.  

Por ello, considero que desde mediados de los ochenta, y durante los noventas, se produjo 
un cambio sustancial en el contenido y la forma tradicional de enseñar el Derecho 
Constitucional en nuestra Facultad (y en el país) lo que fue favorecido por la nueva realidad 
democrática y política peruana. El interés por el estudio del Derecho Constitucional fue 
atendido por nuestra Facultad y sus entusiastas profesores de la disciplina. No cabe duda 
que nuestra Facultad fue el motor y el líder académico del desarrollo de la enseñanza del 
Derecho Constitucional, y del Derecho Público, en el país. Recuerdo que durante los 
ochentas se comentó que en una Facultad tradicionalmente “civilista” como la nuestra, se 
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estaban elaborando más tesis sobre Constitucional que cualquier otra área del Derecho. 
Nada de ello fue casual ni mecánico. Los profesores y alumnos de la Facultad tuvimos un 
rol activo y, en lo personal, creo haber realizado un aporte en el impulso de ese cambio.  

Este desarrollo de la disciplina constitucional y su enseñanza trajo, como uno de sus 
resultados, el incremento sustancial de nuevas publicaciones especializadas en la 
materia, a través de libros, tesis, estudios y artículos en revistas jurídicas, estas últimas 
principalmente editadas por estudiantes en nuestra Facultad. Ello fue consecuencia del 
cada vez mayor número de personas interesadas en investigar y publicar en materia 
constitucional, como correlato de los nuevos ámbitos abiertos para el ejercicio profesional 
en esta disciplina. Un hito en este campo creo que lo constituyó la serie “Lecturas sobre 
Temas Constitucionales”, editada por la Comisión Andina de Juristas que, en sus 12 
números publicados entre 1988 y 1996, fue el espacio académico especializado que 
convocó a destacados constitucionalistas nacionales y extranjeros, invitados para abordar 
diversos temas relevantes. Los 3 últimos números de la serie contienen los primeros 
análisis sobre aspectos específicos de la nueva Constitución de 1993, advirtiendo sobre 
problemas que luego se harían evidentes.   

¿Pero cómo sintetizar, en pocas palabras, el significado de este cambio que promovimos 
en la enseñanza del Derecho Constitucional en nuestra Facultad? El asunto fue más allá 
del significativo incremento del número de cursos y de profesores. Las clases de Derecho 
Constitucional ya no serían una narración anecdótica de hechos políticos (algunas veces 
ilustrada o amena), ni una repetición abstracta de conceptos de manuales. Se requería 
abordar el análisis técnico de las instituciones constitucionales, a partir de su desarrollo 
teórico  más reciente (a nivel comparado) y de la realidad concreta de nuestro país; analizar 
los fenómenos constitucionales incorporando el elemento político y social, pero desde una 
visión propia del Derecho, con toda su rigurosidad técnica y jurídica; aplicar nociones 
especializadas en la interpretación y argumentación constitucional; conocer y contar con 
una visión crítica de la jurisprudencia constitucional que iba surgiendo.  

La enseñanza del Derecho Constitucional dejaba de consistir en expresar meras opiniones 
políticas o comentarios retóricos, para satisfacer exigencias técnicas y de rigurosidad 
jurídica similares a las de otras disciplinas del Derecho.  El profesor de Derecho 
Constitucional tenía que ser un “constitucionalista”, es decir, un especialista dedicado a 
su estudio, investigación, enseñanza o ejercicio profesional como actividad principal; no 
más alguien que enseñaba Derecho Constitucional, pero se dedicaba a ejercer en otra 
materia. 

LA MAESTRÍA EN DERECHO CONSTITUCIONAL COMO CONTRIBUCIÓN 
SUSTANCIAL DE LA PUCP AL DESARROLLO DEL ESTUDIO Y ENSEÑANZA 
DE NUESTRA DISCIPLINA 

Este indudable esfuerzo académico sirvió de sustento para la creación en nuestra 
universidad, en el segundo semestre de 1990, de la Maestría con mención en Derecho 
Constitucional, la más antigua en su especialidad en América Latina, que ya cumplió más 
de 30 años de funcionamiento ininterrumpido. No existían áreas de estudios de posgrado 
en Derecho en la PUCP, con excepción de la Maestría en Derecho Civil que acababa de 
iniciarse poco tiempo antes. Ante ello, hubo una respuesta rápida desde nuestra disciplina, 
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por iniciativa de los profesores Domingo García Belaunde y Marcial Rubio, con el aporte del 
profesor César Landa, quien sería su primer coordinador. En la primera promoción de esta 
maestría participamos algunos profesores de la especialidad y personas que luego se 
involucrarían en su enseñanza. Las siguientes promociones fueron incorporando mayor 
presencia de estudiantes provenientes de otras universidades limeñas y de provincias, 
creando un espacio, inexistente en nuestro país, para la formación académica 
especializada de profesores y abogados interesados en el Derecho Constitucional. 

La Maestría en Derecho Constitucional ha tenido tres coordinadores o directores, los 
doctores César Landa (1990-2004), Francisco Eguiguren (2005-2017) y Elena Alvites (2017-
2023). Desde su inicio la Maestría se concibió como esencialmente académica, ante que 
profesionalizada. Desde 1994 empezó a elaborar y editar la Revista “Pensamiento 
Constitucional”, la única publicación periódica de una Maestría de nuestra universidad que 
se mantiene produciéndose a lo largo de todos estos años, contando hasta ahora con 25 
números publicados, últimamente de manera digital.   

El liderazgo de nuestra Maestría también se materializó cuando conseguimos que el 
Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, el más importante certamen 
académico de la especialidad en nuestra América, tuviera por primera vez como sede el 
Perú. Es así que el X Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional se realizó en la 
PUCP, en setiembre de 2009, organizado por nuestra Maestría, entonces a mí cargo. 
Vinieron más de un centenar de profesores extranjeros, de numerosos países 
Latinoamericanos y de Europa occidental. Por primera vez en la historia de estos 
Congresos, se publicó y entregó a los participantes el libro que contenía las ponencias del 
certamen. No hace mucho, en setiembre de 2022, el XV Congreso Iberoamericano volvió a 
desarrollarse en el Perú, esta vez en Arequipa, magníficamente organizado por la 
Universidad Católica de Santa María.     

LA CONTINUIDAD DE LA ENSEÑANZA DEL DERECHO CONSTITUCIONAL 
DURANTE EL GOLPE DE ESTADO DE FUJIMORI Y SU DESARROLLO TRAS 
LA VIGENCIA DE LA CONSTITUCIÓN DE 1993 

Quizás la mejor muestra objetiva de la consolidación que había alcanzado la nueva 
enseñanza del Derecho Constitucional en nuestra Facultad y su Maestría, fue que no 
decayeron durante el golpe de estado de Fujimori (el 5 de abril de 1992) y el régimen 
autoritario que condujo hasta el 2000. Cierto es que el gobierno de facto no duró mucho 
tiempo, y que luego de la aprobación de la Constitución de 1993 existió un funcionamiento 
relativo de la constitucionalidad, pero, en otro tiempo, lo usual hubiera sido que el interés 
por el Derecho Constitucional y su enseñanza hubieran perdido relevancia.  

Pero esta vez ocurrió todo lo contrario. La labor de sus profesores y de la mayoría de 
alumnos fueron un espacio de resistencia constitucional, de reflexión y acción crítica 
frente al régimen autoritario, para impulsar el desarrollo de instituciones plasmadas en la 
Carta de 1993 hacia un sentido democrático no buscado por quienes impusieron dicha 
Constitución. Cabe recordar que cuando el Congreso controlado por el fujimorismo 
destituyó arbitrariamente a tres magistrados del Tribunal Constitucional (Delia Revoredo 
Marsano, Manuel Aguirre Roca, y Guillermo Rey Terry; hay que recordar sus nombres) 
quienes se opusieron jurídicamente, con una sentencia, a los planes re-reeleccionista del 
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gobernante, los estudiantes de la PUCP participaron activamente en la primera gran 
movilización social de protesta política que afrontó el régimen autoritario. 

Sabemos que la Constitución de 1993 fue una salida política forzada, asumida por el 
fujimorismo como respuesta ante la presión internacional frente al autogolpe de estado. 
Cierto es que no se necesitaba una nueva Constitución y nadie la reclamaba. A pesar de 
ello, de los recortes introducidos en la Carta de 1993 en los derechos económicos y 
sociales, como consecuencia del modelo económico neoliberal adoptado, de la 
pretensión reeleccionista y de autoritarismo político, el texto constitucional aprobado 
repitió bastante de lo bueno contenido en la Constitución de 1979, incorporando algunas 
instituciones nuevas y positivas, que pronto se comprobó que el régimen no tenía mayor 
intención de respetar ni desarrollar. Pero desde el ámbito académico, en la enseñanza y en 
publicaciones, hubo una respuesta que permitió, en los años siguientes, el mayor 
desarrollo en el estudio y difusión de nuestra disciplina.   

Otro hecho que se sustentó en el crecimiento de la enseñanza del Derecho Constitucional 
y del incremento de los constitucionalistas, fue la creación de la Asociación Peruana de 
Derecho Constitucional, fundada en 1995 y que inició sus actividades a principios de 1996. 
Su primer Presidente, y hoy Presidente Honorario, fue, como no podía ser de otro modo, el 
doctor Domingo García Belaunde. Sus fundadores y primeros miembros ordinarios éramos 
profesores de Derecho Constitucional principalmente de universidades limeñas, aunque 
pronto se fue incorporando a profesores de universidades en provincias. Merece 
reconocerse el valioso apoyo logístico que, en esos momentos de incipiente desarrollo 
institucional, brindó el doctor Alfredo Quispe Correa, desde el decanato de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de San Martín de Porres. 

La APDC se ha consolidado y sigue en pleno funcionamiento, actualmente con más de un 
centenar de miembros activos. La principal actividad que desarrolla periódicamente es la 
organización de Congresos Nacionales de Derecho Constitucional, la mayoría de ellos 
realizados en provincias, que congregan gran número de profesores nacionales y 
extranjeros, y, lo más importante para la difusión y debate académico de nuestra disciplina, 
de centenares (y a veces más de 1000) estudiantes y abogados.      

Con la caída del régimen fujimorista y la recuperación de la democracia, este proceso se 
vio dinamizado, continuando el incremento de publicaciones y de certámenes académicos 
en materia constitucional. La bibliografía constitucional producida y publicada en nuestro 
país durante los últimos años, tanto de autores nacionales como extranjeros, es abundante 
y no tiene precedentes. Las obras teóricas sobre temas constitucionales y las 
sistematizaciones de jurisprudencia constitucional, publicadas por editoriales jurídicas 
especializadas, como Palestra o Gaceta Jurídica, así como el Fondo Editorial de la PUCP, 
ofrecen un nutrido y destacado repertorio bibliográfico que se utiliza en la enseñanza y el 
estudio de nuestra disciplina. 

EL PAPEL CRUCIAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Con la reincorporación de los tres magistrados arbitrariamente destituidos del TC, y la 
elección por el Congreso de los restantes cargos vacantes, el Tribunal tuvo una 
composición muy destacada y su Presidente, don Javier Alva Orlandini, lo condujo a 
alcanzar una relevancia y gravitación jurídica y política que nunca ha vuelto a tener el Perú.  
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El TC, con la labor de sus magistrados y el indudable aporte de sus asesores (varios de ellos 
formados en nuestra Maestría en Derecho Constitucional) fue elaborando una 
jurisprudencia que redefinió el sentido y contenido normativo de muchos de los preceptos 
de la Carta de 1993, especialmente permitiendo el desarrollo de los derechos 
fundamentales, en cuanto los alcances de su protección. 

No parecen exagerar quienes afirman que la jurisprudencia del TC fue desarrollando y 
modificando positivamente la interpretación del texto literal de numerosos preceptos 
constitucionales, en especial en cuanto al régimen económico y su mayor dimensión 
social. Lamentablemente, en años más recientes se asistió a un cierto retroceso en 
determinados ámbitos. No obstante, desde hace algún tiempo la enseñanza del Derecho 
Constitucional en el Perú, y el ejercicio profesional del Derecho, no pueden realizarse sin 
el conocimiento y la aplicación de la jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional, 
que por ello es objeto de estudio y de publicaciones que la sistematizan y analizan. 

LA ELABORACIÓN DEL CÓDIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL COMO 
APORTE DE PROFESORES DE LA PUCP 

A mediados de los noventa, un grupo de profesores de derecho constitucional y procesal 
(constitucional, civil y penal) de la Facultad de Derecho de la PUCP, los doctores Domingo 
García Belaunde, Juan Monroy, Francisco Eguiguren, Samuel Abad, Jorge Danós y Arsenio 
Oré, nos autoconvocamos para emprender la tarea de elaborar un proyecto de norma 
orgánica e integral destinada a regular el conjunto de los procesos constitucionales. Con 
el respaldo de la amistad y la perseverancia, por varios años sostuvimos reuniones 
periódicas para ir confeccionando un proyecto normativo que debía satisfacer diversas 
exigencias técnicas. Debía incorporar los desarrollos más modernos de la doctrina 
procesal y constitucional, recoger los aportes de la jurisprudencia del TC, dar respuesta a 
los principales vacíos y problemas observados en la aplicación de la legislación y 
jurisprudencia de habeas corpus, amparo, acción de inconstitucionalidad y popular; 
establecer un Título Preliminar y conjunto de principios comunes a todo el proyecto. 
Tendría que diseñarse asumiendo el marco constitucional entonces vigente, para que su 
aplicación no requiera de la adopción de reformas constitucionales, siempre 
condicionadas políticamente.    

Teníamos claro que mientras subsistiera el régimen fujimorista y el Congreso que este 
controlaba, carecía de sentido apurar la culminación y difusión del proyecto. Por ello la 
propuesta se fue elaborando con calma, lo que permitió consultar y recibir aportes de otros 
colegas nacionales y extranjeros; se realizaron, con cierta reserva, reuniones y algunos 
certámenes académicos de presentación para enriquecer y perfeccionar el anteproyecto. 
También se coincidió en que el proyecto, que evolucionó hasta convertirse en una 
propuesta de Código Procesal Constitucional, debía reservar un especial papel a la labor 
de interpretación y aplicación jurisdiccional, en vez del exceso de limitaciones impuestas 
por el legislador. 

Durante el desarrollo del Gobierno de Transición del Presidente Paniagua, y con la elección 
del Presidente Toledo y un nuevo Congreso, con la vuelta a funciones del recompuesto 
Tribunal Constitucional y en un contexto democrático, se retomó y aceleró la culminación 
del Proyecto y se le dio difusión. De manera algo sorpresiva para los autores, un grupo 
multipartidario de parlamentarios acogió el proyecto y, con modificaciones muy pequeñas, 
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lo aprobó como Código Procesal Constitucional a mediados de 2004. Fue el primer Código 
de su especialidad en el Continente, formulado por iniciativa académica autónoma de un 
grupo de profesores.  

Por ello resulta lamentable que, no hace mucho y sin mayor necesidad, el Congreso haya 
decidido aprobar un “nuevo Código Procesal Constitucional”, que afecta esta experiencia 
inédita y muy positiva gestada desde nuestra Facultad. En vez de incorporar algunas 
reformas técnicas o de actualización, el denominado “nuevo” código reproduce buena 
parte del articulado anterior, e introduce algunos cambios muy puntuales, la mayoría de 
carácter regresivo o contraproducente para la mejor tramitación y resolución de los 
procesos. Pudo más la obsesión política de atribuirse una paternidad legislativa, aunque 
sea ilegítima.   

ALGUNAS REFLEXIONES Y PREOCUPACIONES ACTUALES  

No cabe duda que el estudio y la enseñanza del Derecho Constitucional han alcanzado 
niveles inéditos de desarrollo en nuestro país durante las últimas cuatro décadas, así como 
que nuestra Facultad ha tenido un rol protagónico en su impulso. Este desarrollo queda 
reflejado no sólo en los ámbitos de la docencia universitaria y la producción bibliográfica, 
sino también en el ejercicio profesional. A pesar que en los grandes Despachos Jurídicos 
siguen sin existir áreas especializadas en lo constitucional, son cada vez más las abogadas 
y los abogados dedicados a la asesoría o litigio en materia constitucional y procesal 
constitucional, sea en forma independiente, dentro de algunos Estudios, o en entidades 
públicas como el Tribunal Constitucional, la Defensoría del Pueblo u otros órganos del 
Estado, así como en organizaciones no gubernamentales y de defensa de los derechos 
humanos. 

Pero este avance no puede asumirse como irreversible, ni está exento de problemas o del 
surgimiento de nuevos retos. Algunos están referidos al futuro de la enseñanza del Derecho 
Constitucional y otros están provocados por la situación política del país, con sus efectos 
negativos para la institucionalidad constitucional y democrática. 

Si observamos la actual composición de la plana docente del Área Constitucional de 
nuestra Facultad y Maestría, puede constatarse que contamos con un grupo humano 
numeroso y muy destacado, todos con estudios de posgrado (maestrías y doctorados) 
obtenidos en el país y el extranjero. Queda claro, entonces, que este cuerpo docente está 
mucho más calificado académicamente que quienes emprendimos e impulsamos, varias 
décadas atrás, el esfuerzo por la transformación de la enseñanza del Derecho 
Constitucional.  

Precisamente por esta razón, considero que las expectativas y las responsabilidades 
académicas que les corresponden son mucho mayores a las que tuvimos nosotros, que 
debimos hacer camino sin tener modelos de referencia que seguir. Un reto importante es 
no perder el espíritu crítico y de innovación en la enseñanza de nuestra disciplina, repensar 
los cursos actuales y pensar en algunos nuevos y especializados, tanto en la Facultad 
como en la Maestría. Se trata de no caer en el conformismo ni en la pasividad docente 
frente a lo construido en la enseñanza del Derecho Constitucional, ni considerar que ello 
continuará por buen rumbo de forma automática. Sería muy grave caer en la inercia. 
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Quizás porque en el pasado éramos pocos los profesores dedicados al estudio y la 
enseñanza del Derecho Constitucional, fuimos más conscientes de que había que sumar 
esfuerzos colectivos y concertar el desarrollo de la articulación y contenido de nuestros 
cursos. Pero quizás porque ahora somos mucho más profesores y existe una disciplina 
bastante más consolidada, observo con preocupación que existe una cierta tendencia al 
aislamiento individual, donde cada uno se concentra más “en lo suyo”. Urge, por ello, 
revisar y planear colectivamente cuál es el futuro que queremos dar a la enseñanza del 
Derecho Constitucional en nuestra Facultad, por ejemplo, para las próximas dos décadas.  

El mayor nivel de formación académica que poseen nuestros profesores de Derecho 
Constitucional, puede propiciar también cierta autosuficiencia individual en el trabajo 
docente. O el afianzamiento, explícito o no, de visiones que, bajo apariencias o 
deformaciones “academicistas”, técnicas” o “profesionalizadas”, se distancien o 
desinteresen de lo que sucede en la realidad respecto a la vigencia de la institucionalidad 
democrática y los derechos humanos en nuestro país. Considero que el Derecho 
Constitucional, y por ello su enseñanza, no pueden ser indiferentes ni estar desvinculados 
de lo que ocurre en la realidad política, lo que exige a sus profesores, en su práctica 
profesional y labor docente, comprometerse de forma intransigente y no neutral con 
principios y valores democráticos.   

No cabe duda que, desde hace varios años, nuestro régimen democrático atraviesa una 
profunda crisis política, que se expresa en la polarización en los planos electoral, del 
debate político, y la conducta errática de los últimos gobiernos y congresos, cuyo 
desprestigio social y pérdida de legitimidad se han acrecentado de forma ostensible, lo que 
socava gravemente la institucionalidad constitucional y democrática. En este contexto, 
resulta muy preocupante que se afiancen voces desde grupos políticos conservadores, con 
el respaldo activo de algunos medios de comunicación, cuyas propuestas extremistas y 
antidemocráticas nos hacen recordar al régimen autoritario que vivimos en los noventa. 
Tales mensajes vuelven a plantear restringir los derechos, incrementar la represión e 
intolerancia política, discursos homofóbicos o racistas; procurando para su impunidad, 
nuevamente, el retiro del sistema interamericano de protección de los derechos humanos, 
como hiciera Fujimori, o la descalificación drástica de la convocatoria a una asamblea 
constituyente para elaborar una nueva Constitución, esta vez en democracia. Queda claro 
que no han aprendido la lección pasada, pero lo más grave sería que consigan sus 
objetivos, siendo por ello lamentable que cuenten con el respaldo explícito de algunos 
profesores de Derecho Constitucional, que expresan su apoyo a tales iniciativas.  

No debemos olvidar que somos integrantes de una universidad y una Facultad de Derecho 
comprometidas, desde hace mucho tiempo, no sólo con la formación en la excelencia 
académica sino con que esta tenga como un componente primordial la formación 
humanista y el desarrollo integral. Por ello, considero que tenemos la obligación ética de 
contribuir, como docentes, a la construcción y defensa de un régimen democrático y 
constitucional, que sea verdaderamente más justo y políticamente legítimo. Así, nuestra 
labor docente en materia constitucional debe estar dedicada a afianzar los valores y 
principios democráticos y humanistas, incentivando a nuestros estudiantes a identificarse 
y comprometerse con ellos.  

Resulta visible que la instrumentación política de diversas instituciones constitucionales, 
producidas durante los últimos años desde el Congreso o el Gobierno, recientemente 
procura copar, por sectores ideológicos conservadores, órganos constitucionales 
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autónomos (Tribunal Constitucional, Defensoría del Pueblo, sistema electoral o Junta 
Nacional de Justicia) con la intención de regresionar en lo avanzado. No descartemos que 
estas decisiones políticas, al igual que la aprobación o el archivo irrazonable de ciertas 
acusaciones constitucionales o investigaciones en el Congreso, donde todo parece 
circunscribirse a contar con la fuerza bruta de los votos o del poder político, puedan estar 
afectando la credibilidad o confianza de los estudiantes en el papel y utilidad del Derecho 
Constitucional.  De afianzarse esta percepción en los jóvenes, podríamos estar 
retrocediendo a los tiempos en que la enseñanza del Derecho Constitucional no tenía 
mayor interés ni relevancia. Algo que los docentes de nuestra disciplina no debemos 
permitir, ni menos propiciar con nuestra conducta académica o política.   

No pierdo aún la esperanza de que, en un tiempo no muy lejano, podamos vivir en nuestro 
país un proceso constituyente, desarrollado por primera vez en democracia, que permita 
arribar a un nuevo pacto político-social y a una Nueva Constitución, identificada con el 
Estado Social y Democrático de Derecho. Porque las razones para dejar de lado la 
Constitución de 1993, en vez de seguir sometiéndola a reformas o “parches” puntuales 
como algunos pretenden, no son técnicas sino políticas y morales. Espero sinceramente 
que al contenido de esta Nueva Constitución los profesores de Derecho Constitucional de 
nuestra Facultad brinden un aporte jurídico sustantivo.  

Cuando ello ocurra, el desarrollo alcanzado en el estudio y la enseñanza del Derecho 
Constitucional en nuestra Facultad trascenderá al ámbito meramente académico y hará 
una contribución efectiva al fortalecimiento de la democracia y la institucionalidad 
constitucional en nuestro país, algo que requerimos tanto. Ojalá que así sea, aunque tal 
vez yo no lo vea.  

 

 

  


